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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 15 de abril de 2021. 

Diversity Professional Services, LLC (Diversity Professional) 

comparece ante nosotros mediante recurso de certiorari en el que 

nos solicita que revoquemos la determinación emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan, el 9 de 

noviembre de 2020. Mediante tal determinación, el foro primario 

denegó su petición para presentar Reconvención contra Perfect 

Integrated Solutions, Inc. (Perfect Integrated). 

I 

 El 19 de septiembre de 2019, Perfect Integrated instó 

Demanda en cobro de dinero contra la peticionaria. Reclamó que el 

23 de marzo de 2018, las partes suscribieron un contrato de 

servicios por virtud del cual proveería servicios de construcción 

general para los Programas STEP (Tu Hogar Renace). Indicó que los 

trabajos de construcción serían por su suma de hasta $20,000.00 y 

que las ganancias netas por tales trabajos se dividirían de la 

siguiente manera: la peticionaria recibiría un 35 por ciento, 

mientras que Perfect Integrated recibiría un 65 por ciento. Así pues, 

arguyó haber trabajado 57 “casos” para el General Contractor JWTC 
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por medio de la peticionaria, por los que se generaron seis facturas 

ascendentes a $164,195.22. Indicó que, de este total, recibió pago 

por $39,166.96, quedando pendiente un balance de $125,028.96. 

De igual forma, Perfect Integrated sostuvo en su Demanda que 

trabajó 57 “casos” para Yates & Bird por medio de la peticionaria, 

por los que se generaron 7 facturas ascendentes a $196,111.53. De 

estos trabajos, se recibió un pago de $62,523.37, cuyo balance 

pendiente de pago es $133,588.16. 

 Sobre estos balances pendientes de pago, Perfect Integrated 

alegó envió varias comunicaciones en cobro a la peticionaria, sin que 

esta emitiera pago; tampoco objetó o refutó las cantidades cobradas. 

Indicó que el total de dinero adeudado por los trabajos realizados 

asciende a $258,660.07, cantidad que pidió se ordenara a la 

peticionaria a satisfacer, así como intereses y honorarios de 

abogado. 

 El 24 de noviembre de 2019, Diversity Professional 

compareció mediante Comparecencia Especial en Solicitud de Breve 

Prórroga y Moción Asumiendo Representación Legal, en la que, sin 

someterse a la jurisdicción, señaló que existían defectos en el 

diligenciamiento del emplazamiento expedido y solicitó una prórroga 

para presentar la moción sobre dicha falla. Perfect Integrated se 

opuso a dicho escrito. Con tal propósito señaló que, pese a reclamar 

defectos en el diligenciamiento, Diversity no especificó en qué 

consiste el vicio señalado, ni brindó una justificación adecuada que 

justificara el término adicional solicitado. 

 Así las cosas, el 3 de diciembre de 2019, Perfect Integrated 

solicitó que se le anotara la rebeldía a la parte demandada, ya que 

a dicha fecha no había presentado alegación responsiva alguna. Por 

su parte, el 27 de diciembre de 2019, Diversity, sin someterse a la 

jurisdicción del tribunal, solicitó la desestimación de la Demanda 

por insuficiencia en el emplazamiento y en su diligenciamiento. 
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Sobre tal escrito, Perfect Integrated presentó oposición, en la que 

reafirmó la corrección del diligenciamiento efectuado. 

 Sobre estos asuntos, el 3 de enero de 2020, el TPI emitió varias 

órdenes mediante las que, en síntesis, denegó la anotación de 

rebeldía, así como la solicitud de desestimación. Igualmente, 

concedió un plazo final de 10 días para que Diversity Professional 

contestara la Demanda. Vencido este, el 14 de enero de 2020, Perfect 

Integrated solicitó nuevamente la anotación de rebeldía. 

 Posteriormente, el 21 de enero de 2020, Diversity solicitó 

reconsideración de la negativa a desestimar, a la que Perfect 

Integrated se opuso. Luego, estando pendiente de resolverse estos 

escritos, el 18 de febrero de 2020, Diversity contestó la Demanda. Al 

así hacerlo, aceptó que sobre los trabajos realizados se emitieron 

facturas. No obstante, afirmativamente declaró que los trabajos 

ejecutados por Perfect Integrated no fueron debidamente 

terminados, por lo que se vio obligada a terminarlos, además de 

tener que efectuar correcciones a otros trabajos realizados 

inadecuadamente por Perfect Integrated. Por ello, sostuvo no 

adeudar cantidad alguna. 

 El 26 de marzo de 2020, el TPI declaró académica la solicitud 

de reconsideración, así como la oposición a esta. Igualmente, denegó 

la última solicitud de anotación de rebeldía y con relación a una 

Moción urgente sobre restricción indebida de anejos, señaló vista 

evidenciaria para el 11 de mayo de 2020, la que convirtió en una de 

Conferencia Inicial. Esta vista fue posteriormente dejada sin efecto, 

por virtud del cierre provocado por la pandemia causada por el 

COVID-19. 

 Tras varios trámites procesales, Diversity presentó Solicitud 

de autorización para presentar reconvención, así como la 

Reconvención aludida. Sobre tal escrito, Perfect Integrated presentó 

oposición. En esta, primeramente, detalló el trámite procesal del 
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caso, resaltando el constante incumplimiento por parte de Diversity 

a los términos concedidos, que inclusive resultó en la imposición de 

sanciones en su contra. Asimismo, indicó que –si bien nuestro 

ordenamiento jurídico permite la presentación de reconvenciones— 

existen dos tipos de reconvención; la permisible y la compulsoria. 

Manifestó que en el caso de Diversity, debido a que su reclamación 

surge del mismo contrato por el que se inició el caso, cualquier 

reconvención a su favor era una compulsoria que debió someterse 

con su alegación responsiva. Sostuvo que, aunque se han 

reconocido excepciones en las que una reconvención compulsoria 

puede presentarse luego de la primera alegación responsiva, en el 

caso de Diversity no cumplía con ninguna de estas. Por tanto, no 

habiéndose presentado la reconvención al momento de contestar la 

demanda, y no estando presente alguna de las excepciones en virtud 

de la jurisprudencia citada, Diversity renunció a su causa de acción. 

 Denegada la solicitud de autorización para presentar 

reconvención, Diversity solicitó al TPI reconsideración sobre tal 

negativa. Opuesta la reconsideración, el 10 de noviembre de 2020, 

el foro primario denegó reconsiderar. Inconforme, Diversity instó el 

presente recurso en el que señaló la comisión de los siguientes dos 

errores: 

Erró el TPI al no permitir la enmienda a la alegación 
propuesta por la Parte Peticionaria, en abierta 

contravención a la política pública establecida por el 
Tribunal Supremo de que deben ser concedidas con 

liberalidad. 
 
Erró el TPI, al no aplicar lo resuelto por el Tribunal 

Supremo en S.L.G. Font de Bardón v. Mini-Warehouse, 
Corp. 

 

 Luego de varios trámites procesales, que incluyen la solicitud 

de desestimación del recurso por parte de Perfect Integrated y una 

Moción de renuncia de representación legal de su abogada, una 

Moción Informando cumplimiento por la parte peticionaria y una 

Comparecencia especial para oponerse al recurso y anunciar nueva 
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representación legal del recurrido, disponemos lo siguiente. 

Aceptamos la notificación del recurso a la parte recurrida según 

consignado mediante la Moción informando cumplimiento con las 

notificaciones. Por tal razón, nos declaramos con jurisdicción para 

atender el recurso y rechazamos la desestimación de este. En cuanto 

a la Comparecencia Especial sin asumir representación legal y 

solicitando término adicional, la damos por tardía y en virtud de la 

Regla 7 (B) (5) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones y la 

facultad de prescindir de términos no jurisdiccionales, escritos, 

notificaciones o procedimientos específicos en cualquier caso ante 

nuestra consideración, con el propósito de lograr su más justo y 

eficiente despacho, renunciamos al recibo del alegato en oposición. 

Damos el recurso por perfeccionado y resolvemos conforme a 

Derecho. 

II. 
 

-A- 
 

El certiorari es un recurso procesal discrecional, mediante el 

cual un tribunal apelativo revisa ciertos dictámenes de un tribunal 

de menor jerarquía. A pesar de que su característica principal es la 

discreción que posee el Tribunal Apelativo a la hora de expedirlo, 

dicho ejercicio no debe hacerse en abstracción del resto del Derecho. 

Municipio Autónomo de Caguas v. JRO Construction, Inc., 201 DPR 

703, 711 (2019); Rivera Figueroa v. Joe's European Shop, 183 DPR 

580, 596 (2011). Es así, pues la discreción es una forma de 

razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para llegar a una 

condición justiciera. Vélez v. DE, 199 DPR 426, 439-440 (2017); IG 

Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 338 (2012). La amplia 

discreción judicial conferida al tribunal revisor para determinar si 

revisa o no en los méritos el asunto planteado, o sea, si expide o no 

el recurso, no se da en un vacío ni en ausencia de unos parámetros. 

Para el Tribunal de Apelaciones la discreción se guía por los 
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parámetros de la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V 

y, de la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-B. 

 La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, limita las 

instancias en las que el Tribunal de Apelaciones puede expedir los 

recursos de certiorari. Esto con el fin de evitar la dilación que 

causaría la revisión judicial de controversias que pueden esperar y 

ser atendidas a través del recurso de apelación. Scotiabank de Puerto 

Rico v. ZAF, 202 DPR 478, 487 (2019). La Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, supra, dispone lo siguiente:  

…El recurso de certiorari para revisar resoluciones u 

órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia, solamente será expedido por el 

Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 
resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 

denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No 
obstante, y por excepción a lo dispuesto anteriormente, el 
Tribunal de Apelaciones podrá revisar órdenes o 

resoluciones interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia cuando se recurra de decisiones sobre 

la admisibilidad de testigos de hechos o peritos esenciales, 
asuntos relativos a privilegios evidenciarios, anotaciones 

de rebeldía, en casos de relaciones de familia, en casos 
que revistan interés público o en cualquier otra situación 

en la cual esperar a la apelación constituiría un fracaso 
irremediable de la justicia. Al denegar la expedición de un 

recurso de certiorari en estos casos, el Tribunal de 
Apelaciones no tiene que fundamentar su decisión….  

 

Por su parte, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, supra, le sirve de guía a este tribunal al evaluar la 

discreción otorgada. A tales efectos, la regla propone que el tribunal 

evalúe los siguientes criterios al determinar la expedición de un auto 

de certiorari o de una orden de mostrar causa:  

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho.  
 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.  

 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia.  
 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los  
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cuales deberán ser elevados, o de alegatos más 
elaborados.  

 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración.  
 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio.  
 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia.  

 

La determinación de un tribunal de apelaciones denegatoria 

de un certiorari no prejuzga los méritos del asunto o la cuestión 

planteada, pudiendo ser estos reproducidos nuevamente mediante 

el correspondiente recurso de apelación. Consecuentemente, la 

parte afectada por la decisión que finalmente tome el Tribunal de 

Primera Instancia no quedará privada de la oportunidad de hacer 

ante el foro apelativo los planteamientos que entienda procedentes 

una vez se resuelva el caso. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 

DPR 83, 98 (2008). 

-B- 

 La Regla 11 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, permite a 

una parte presentar una reclamación contra quien ha presentado 

una en su contra. Esto puede efectuarse mediante la presentación 

de una reconvención o una demanda contra coparte. En cuanto a la 

reconvención, las Reglas 11.1 y 11.2 de las de Procedimiento Civil 

reconocen las reconvenciones compulsorias y aquellas que son 

permisibles. La controversia ante nuestra consideración trata sobre 

la primera de estas, o sea la reconvención compulsoria. 

Conforme nuestro ordenamiento procesal, la reconvención 

compulsoria es aquella reclamación o reclamaciones que surgen del 

mismo acto, omisión o evento que motivó la reclamación original y 

cuya adjudicación no requiera la presencia de terceros sobre los que 

el tribunal no pueda adquirir jurisdicción. Regla 11.1 de 

Procedimiento Civil, supra. Una reconvención es compulsoria 
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cuando: (1) existe una relación lógica entre la reclamación 

presentada en la demanda y la que es objeto de reconvención; (2) los 

hechos esenciales de ambas reclamaciones están tan vinculados que 

la economía judicial exige que se ventilen de conjunto; (3) las 

cuestiones de hecho y de derecho entre ambas son las mismas; (4) 

si la doctrina de res judicata impediría una acción independiente; y 

(5) ambas reclamaciones surgen de la misma prueba y están 

vinculadas lógicamente. Consejo Titulares v. Gómez Estremera, et al, 

184 DPR 407, 424-425 (2012) citando a R. Hernández Colón, 

Práctica Jurídica de Puerto Rico: Derecho Procesal Civil, 3ra ed., San 

Juan, Ed. LexisNexis de Puerto Rico, Inc., 2007, pág. 218. 

Si una reconvención compulsoria no se formula a tiempo, se 

renuncia a la causa de acción que la motiva y quedarán totalmente 

adjudicados los hechos y reclamaciones sin que pueda presentarse 

posteriormente una reclamación que haya surgido de los mismos 

eventos. Id., citando a SLG Font de Bardón v. Mini-Warehouse Corp., 

179 DPR 322, 333 (2010) y a Neca Mortgage Corp. v. A&W 

Developers, 137 DPR 860, 867 (1995). Ello así, ya que se aplicará el 

principio de cosa juzgada en cuanto a aquellas cuestiones que 

pudieron ser plantadas y no lo fueron. Id. 

 No obstante, lo anterior, cuando por descuido, inadvertencia 

o negligencia excusable, o cuando así lo requiera la justicia, se ha 

dejado de presentar una reconvención, la parte podrá con el permiso 

del tribunal formular la reconvención mediante enmienda. Regla 

11.5 de las de Procedimiento Civil, supra. De igual manera, existen 

algunas excepciones que relevan a la parte demandada de presentar 

su reconvención en su contestación a la demanda. Así pues, puede 

presentarse una reconvención compulsoria mediante una alegación 

suplementaria. Id. Este mecanismo aplica a aquellas reclamaciones 

cuya exigibilidad advenga luego de que la parte haya notificado su 
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contestación a la demanda. SLG Font de Bardón v. Mini-Warehouse 

Corp., supra. 

 Como regla general, cuando los tribunales van a determinar 

si conceden o no las enmiendas a las alegaciones, están llamados a 

ejercer tal facultad liberalmente, cuando la justicia así lo requiera. 

Regla 13.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V; SLG Font de 

Bardón v. Mini-Warehouse Corp., supra. Ello responde a la clara 

política judicial a favor de que los casos se ventilen en sus méritos. 

Id., y casos allí citados. No obstante, tal discernimiento debe ser 

guiado por los siguientes criterios rectores: (1) el impacto del tiempo 

transcurrido previo a la enmienda, (2) la razón de la demora, (3) el 

perjuicio a la otra parte y (4) la procedencia de la enmienda 

solicitada. León Torres v. Rivera Lebrón, Opinión del 28 de febrero de 

2020, 2020 TSPR 21, citando a SLG Font de Bardón v. Mini-

Warehouse Corp, supra y otros. Sin embargo, cada uno de estos 

factores debe ser examinado en conjunto, ya que ninguno opera 

aisladamente. SLG Font de Bardón v. Mini-Warehouse, supra, a la 

pág. 335. 

 De todos los factores que deben evaluarse al momento de 

evaluar una solicitud de autorización para enmendar las 

alegaciones, el de mayor relevancia es el perjuicio que puede 

causarse a la parte contraria. SLG Font de Bardón v. Mini-Warehouse 

Corp, supra. Por ello, si permitir una enmienda a las alegaciones 

ocasiona un perjuicio indebido a la parte contraria, o si la petición 

de enmienda se hace en un momento irrazonable, normalmente se 

prohíbe la enmienda. Sin embargo, si no se causa perjuicio, el que 

la solicitud de enmienda se haga de manera tardía no es suficiente 

por sí solo para denegar la enmienda. Id. Otra razón por la que debe 

denegarse la enmienda a las alegaciones es si tal enmienda altera 

radicalmente el alcance y naturaleza del caso, convirtiendo la 

controversia inicial en tangencial. SLG Font de Bardón v. Mini-
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Warehouse Corp, citando a SLG Sierra v. Rodríguez, 163 DPR 738 

(2005). 

III. 

 Antes de entrar a evaluar el asunto, es meritorio destacar que 

no existe controversia alguna en cuanto a que la reconvención que 

la peticionaria tiene en contra de Perfect Integrated es una 

compulsoria. La misma surge del mismo evento (contrato) que 

motivó la reclamación original. La controversia que debemos 

resolver se limita a determinar si actuó correctamente el TPI al no 

permitir la reconvención de la peticionaria o si, tal cual alega ésta, 

las circunstancias particulares del caso permitían, a modo de 

excepción, la presentación de una reconvención compulsoria, luego 

de haberse presentado la alegación responsiva. Un examen del 

expediente nos persuade a concluir que la acción judicial fue 

correcta. Veamos. 

 Tal cual adelantáramos, los criterios rectores que deben regir 

el análisis sobre la aceptación de una reconvención por medio de 

enmienda son: (1) el impacto del tiempo transcurrido previo a la 

enmienda, (2) la razón de la demora, (3) el perjuicio a la otra parte y 

(4) la procedencia de la enmienda solicitada. Asimismo, como antes 

indicamos, estos factores se evalúan conjuntamente, ya que no 

operan de manera aislada. 

Conforme surge del expediente, al momento de contestar la 

demanda, la peticionaria ciertamente conocía del posible reclamo 

que tenía a su favor contra la parte adversa que la demandó. Ello 

queda desplegado en varias de las defensas afirmativas que incluyó, 

tales como: 

 “7. No existe deuda, de existir alguna deuda sería de 
PIS a DPS: 

 
 8. El hecho de que la parte demandante haya cursado 

ciertas comunicaciones a la aquí compareciente, no 
equivale a que dichas comunicaciones hagan de las 
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sumas alegadas por la Demandante una deuda líquida, 
vencida y exigible. 

 
 9. La Parte Demandante no puede ir en contra de sus 

propios actos, esto es, abandonó los proyectos, no 
terminó los trabajos, no efectuó las reparaciones y 

correcciones de los pocos trabajos que efectuó, y 
tampoco cumplió con las garantías que le debía a 

Diversity, no puede pretender cobrar por lo que no 
hizo. 

 
 10. La mayor parte de los trabajos efectuados por la 

Demandante tuvieron que ser terminados por 
Diversity. 

 
 11. La mayor parte de los trabajos efectuados por la 

Demandante resultaron defectuosos y fueron objeto de 
reparación y/o correcciones sustanciales que no 

fueron brindadas por PIS. 
 

 12. La Demandante abandonó los proyectos y dio por 
terminados sus servicios para Diversity, dejando los 

trabajos incompletos y sin corregir. 
 

 13. La Demandante incumplió con los términos y 
condiciones pactados. 

 
 14. La Demandante cumplió defectuosamente con sus 

deberes y obligaciones. 
 

 15. Producto del incumplimiento craso de la 
Demandante con sus obligaciones para Diversity y 

producto del cumplimiento defectuoso de las labores 
para las cuales fue contratada la Demandante, 

ocasionaron que se incurriera en penalidades, en 
ocasiones los trabajos no fueran pagados y que se le 

quitaran trabajos a DPS. 
 

 16. La Parte Demandante retuvo materiales de los 
trabajos que debía cumplir a DPS para utilizarlos en 

otros proyectos, lo que ocasionó que a DPS se le 
facturaran los materiales, produciendo un cargo 

adicional no contemplado.”1 

 

No obstante, a sabiendas de tales hechos, prefirió contestar la 

demanda sin presentar su reconvención. Para justificar tal acción, 

explicó en su solicitud de autorización para presentar su 

reconvención, que debido a la abundante cantidad de documentos 

sobre las distintas comunicaciones que intercambiaron las partes, 

no es hasta luego de contestar la demanda, que ejerció su derecho 

a enmendar sus alegaciones para someter reconvención. 

Entendemos que ello no es suficiente para justificar que no se haya 

 
1 Véase, págs. 108-109 del apéndice. 
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presentado la reconvención compulsoria que tenía en contra de 

Perfect Integrated. 

De otra parte, sabido es que las decisiones discrecionales que 

toma un tribunal de instancia no serán revocadas a menos que se 

demuestre que ese foro abuso de su discreción. VDE Corporation v. 

F&R Contractors, 180 DPR 21, 41 (2010). La peticionaria arguye en 

su recurso, que así hizo el TPI, ya que su determinación ignora lo 

resuelto en S.L.G. Font de Bardón v. Mini-Warehouse, Corp., supra, 

sobre que el factor que más hay que considerar es el perjuicio de la 

parte contraria. Así pues, manifiesta que la reconvención no 

causaba perjuicio alguno a Perfect Integrated que justifique 

denegarla, ya que al esta decidir demandarla, se sometió 

voluntariamente a los gastos y costas de un litigio. Nos parece que— 

ante la falta de diligencia para presentar la reconvención 

compulsoria, que claramente sabía tenía al momento de contestar 

la demanda— ello no es suficiente para revocar el dictamen 

recurrido. Debemos recordar que, si una enmienda altera 

radicalmente el alcance y la naturaleza del caso, convirtiendo la 

controversia inicial en una tangencial, el permiso para concederla 

debe ser denegado. Id, a la pág. 324. La reclamación de Perfect 

Integrated es una de cobro de dinero. La reclamación que Diversity 

pretendía presentar, por medio de una tardía presentación de la 

reconvención compulsoria, es una sobre incumplimiento de contrato 

y defectos en trabajos de construcción. 

Todo lo anterior nos mueve a concluir que, contrario a lo 

alegado por la peticionaria, ante las circunstancias particulares 

presentes en el caso, no abusó de su discreción el foro primario al 

no permitir la presentación tardía de una reconvención compulsoria. 
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IV. 

 Por las consideraciones antes expuestas, expedimos el auto 

de certiorari y confirmamos el dictamen recurrido. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

El Juez Hernández Sánchez revocaría, por lo que disiente sin 

voto escrito. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


